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Introducción

Como muchas reflexiones, esta comienza con una experiencia personal banal. Un de-
tonador que lleva al cuestionamiento. Se trata de un trámite de visa realizado a través 
de una web institucional que terminó siendo contradictorio. La idea del proceso era 
que las solicitudes fueran rellenadas telemáticamente para facilitar el proceso de re-
visión. Se llenaba para que la administración competente pudiera adelantar y acelerar 
el trámite, con el fin de reducir la cita presencial al menor tiempo posible. Empero, 
surgió una dificultad: había que cargar al sistema una foto personal cuyas exigencias 
técnicas —expresadas en píxeles— terminaron siendo muy difíciles de cumplir. Una 
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vez en la cita presencial, la funcionaria explicó que la foto sería hecha de nuevo, a 
pesar de cumplir la subida al sistema con las condiciones estipuladas. La sensación 
de frustración duró poco, mas el evento originó un cuestionamiento inicial sencillo: 
¿para qué solicitar la foto por web si al final se termina haciendo la foto in situ? Es 
decir, ¿la repetición estaba justificada por elementos técnicos? Aparentemente no. 
Sin respuesta ante esta situación, se generaron otras preguntas que llevan hasta este 
trabajo.

No se trata de contar anécdotas o experiencias. La reflexión que aquí se propone 
busca ligar la realidad administrativa con la e-gobernabilidad. Se plantean algunas 
pistas de análisis con el fin de formular, describir y entender tres principales dilemas 
que a nuestro modo de ver son insuficientemente considerados a la hora de llevar 
a cabo las políticas de digitalización. Se entiende por este último término todos los 
procesos ligados a la introducción de las Nuevas Tecnologías de la Información y la 
Comunicación (ntic) en la gestión pública (gp) y la política. Se prefiere este vocablo 
puesto que engloba todos los conceptos que han nacido a través de la anteposición 
del e.

Ahora bien, los tres dilemas que articularán este trabajo solo se pueden entender 
desde una problemática central sencilla. No se trata de saber si el e-gobierno o la 
e-gobernanza pueden ayudar a mejorar la gestión pública en sí (Bovaird, 2003) o 
cuáles son las tendencias en la integración de las ntic en la gestión pública (Finger 
y Pécoud, 2003). Se busca más bien aclarar si la digitalización de los Estados ha lle-
vado a una verdadera redefinición de la relación de los procesos administrativos y, 
por ende, de la relación entre Estado-ciudadano. Esta pregunta es de gran relevancia, 
especialmente para los países que implementaron con dificultades los modelos de gp 
anteriores. 

La hipótesis al respecto es que si bien se han dado numerosos pasos para ello, 
los tres dilemas apuntan a falencias de fondo por considerar. Aunque, como lo 
afirma Chadwick (2003), existen procesos comunes que acercan la e-democracia a 
la e-gobernabilidad, la progresión no se puede dar por sentada. La reflexión sobre 
los tres dilemas es aún más acuciante, si se tienen en cuenta varios factores: 1) la 
proliferación de políticas destinadas a pasar de los Gobiernos electrónicos a los 
Gobiernos abiertos en países en vías de desarrollo o de renta media (como América 
Latina) con oportunidades y riesgos particulares (Fatile, 2012); 2) la aparición de 
capacidades técnicas ligadas a lo que se ha llamado el Big Data, hoy día poco o mal 
reguladas, y 3) la persistencia de corrupción y problemas básicos de buen gobierno 
aún en contextos de digitalización.
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Tensiones relativas a la digitalización como práctica y pensamiento

Se identifican tres anotaciones contextuales que forman parte inherente de la dis-
cusión, las cuales se entienden a la luz de la comprensión de la trayectoria de lo que 
ha supuesto la gestión de lo público. Es decir, hay que situar el objeto de estudio en 
una trayectoria larga. Aunque la digitalización haya permeado las administraciones 
públicas (aapp) a partir de la década de los noventa (Criado, 2009a), lo cierto es que 
hereda los objetivos de los modelos anteriores.

La digitalización en la evolución de los modelos de gestión pública y sus 
consecuencias

En primer lugar, está la relación entre los modelos de gestión en sí, es decir, su enca-
denamiento y su comprensión dentro del largo plazo. Son muchos los autores que se 
han preguntado si la aparición de la digitalización ha supuesto un cambio de para-
digma. Laurence E. Lynn (1987) se cuestionaba sobre la disciplina de la gp respecto 
a lo que se sabe de ella, lo que se debería saber y cómo se debería saber. Su análisis 
sobre la disciplina era lúcido e incentivaba la disciplina a ser más atrevida. Amplió 
su reflexión en 2001 al manifestar algunas dudas en relación con un cambio de para-
digma. Plantear el debate en esos términos era a su modo de ver erróneo, puesto que 
perpetuaba una visión monodireccional y monodimensional, y se dejaba de lado la 
mirada de la gp como profesión. Aunque altamente crítica con la nueva gestión pú-
blica (ngp) —desde las lógicas de la gp “clásica”—, podemos advertir que esta pers-
pectiva sigue siendo válida. Algunos han tendido a asimilar de manera automática 
la digitalización como la prolongación del paradigma de la ngp, simplemente enten-
diendo que las raíces de este se encontraban en los preceptos de lo que constituyó el 
cuerpo del Consenso de Washington. No obstante, las consideraciones sobre lo que 
representan las ntic como motor de cambio para la gobernabilidad (Dawes, 2009) 
no se pueden quedar en la simple comprensión del fenómeno como digitalización, ya 
que la evolución misma de las propuestas es un desafío en sí mismo (Dawes, 2008).

Hay que concebir la e-gobernabilidad o e-gobernanza como la última etapa de 
los modelos de gp que se han conocido. La progresión se podría interpretar desde la 
conjunción entre diferentes factores. Primero, la resolución de tensiones entre tareas 
y disciplinas, lo que aporta superaciones que modificaban el objetivo mismo de la 
gp. Segundo, la existencia de actores protagonistas en cada uno de los modelos, par-
tiendo de la lógica de que en la gp existen tres principales ejes de articulación: 1) la 
relación entre político y burócrata; 2) la relación entre Estado-sociedad y mercado, y 
3) la relación entre academia y profesión.
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Así, pues, el modelo weberiano, dominado por el Estado, fue teorizado, al tiem-
po que era una práctica, racionalizándose progresivamente y justificado a posterio-
ri. El modelo autoritario burocrático, entendido como una derivación del sistema 
weberiano, mantenía la preponderancia del Estado, al tiempo que este se identifica-
ba con un cuerpo intermedio (como un partido político o el ejército). En estos dos 
modelos subsistía la mima lógica de acción para el Estado: administrar la compleji-
dad socioeconómica. Ambos modelos fueron progresando en sus objetivos confor-
me se fueron profesionalizando las políticas públicas, acercándose el análisis de las 
herramientas de políticas públicas al análisis de la gp (Peters, 2000). A partir de ese 
momento, la gp pasaba de administrar a solucionar problemas. La ngp, teorizada 
también después de iniciarse su aplicación, supuso la profundización de dicha lógi-
ca, y contó además con la reconciliación de la administración pública con el sector 
privado. El protagonismo pasaba a ser compartido. No solo importaba el Estado, 
sino también los actores privados, esencialmente económicos. En este mismo mo-
delo se dieron los procesos de digitalización (Massal y Sandoval, 2010), los cuales 
terminaron por dar muerte a la ngp, en términos de Dunleavy (2005) y Dunleavy y 
Margetts (2010). La gobernanza de la era digital recentraba la gp, y así balanceaba 
el equilibrio entre todos los actores de la gp. En la digitalización, la sociedad ha ido 
tomando un lugar que históricamente no ha tenido. Revisando bien la trayectoria 
de todos los modelos de gp se entiende que todos los actores principales ya han 
conocido un modelo en el cual eran los “protagonistas”, y que una vez agotados los 
modelos de “protagonismo”, la digitalización aparece como una solución coherente 
de reequilibrio. No obstante, la gp tiene un valor institucional por sí sola (Uvalle 
Berrones, 2004), en la que la repolitización que supuso la ngp (Pérez Parra, 2004) 
ha tendido a confortar la idea de que estamos ante un nuevo paradigma. Como lo 
explica Budd (2007), no estamos en un contexto de posburocracia puesto que la 
burocracia no ha terminado, simplemente ha modificado sus límites.

Todo esto sugiere varias reflexiones centrales que justifican los dilemas expuestos 
más adelante. Por un lado, la tendencia a tener ciclos de gestión de políticas similares 
(Barzelay y Gallego, 2010) no significa que las reformas sean todas las mismas; esto, 
a pesar de que se dé inclusive una europeización de la gp en América Latina (Criado, 
2009b). Por otro lado, la digitalización no revierte la existencia de la lógica anterior; a 
saber, la justificación de la acción gubernamental de cara a la sociedad (aunque sí en 
sus formas). En este punto, hay entonces una confusión central: la e-gobernabilidad 
no significa por sí sola una mejora de la gobernabilidad, aunque pueda ser una nueva 
gobernanza. Esto no quiere decir que la gp esté en crisis intelectual, como se inte-
rrogaba Boyne (1996); hay simplemente reflexiones de fondo que siguen irresueltas.

De esta primera tensión podemos decir entonces que la digitalización es un nuevo 
modelo en sus formas, pero no se puede presuponer que esta novedad modifique de 
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manera automática la justificación de la gp como tal. La introducción de la e-gober-
nabilidad solo puede ser una nueva gobernanza en el momento cuando se alinee la 
reforma de los insumos y procesos con la de la nueva naturaleza de la relación entre 
Estado, sociedad y mercado.

La digitalización como prolongación de la tensión entre teoría y práctica

En segundo lugar, está la relación que existe entre la teoría y la práctica o, en cierto 
modo, entre la academia y las políticas para la digitalización. Aunque Cook (1998) ha 
subrayado la necesidad de no olvidar que cuando se habla de gp se habla de institu-
cionalidad política, lo cierto es que también se tiene que hablar de cómo la academia 
impacta la institucionalidad en sí. Bañón y Carrillo (2002) enumeran los orígenes, 
tendencias y enfoques que hoy encontramos en la academia. Sin embargo, se puede 
proponer una interacción entre academia y práctica bajo las relaciones siguientes:

4.	 El impacto desde la academia sobre la práctica administrativa.
5.	 El impacto de los profesionales de la administración sobre la construcción del 

conocimiento teórico, su revisión y enriquecimiento.
6.	 El impacto de otras disciplinas académicas, como la sociología, antropología, 

psicología, economía, etc.
7.	 El impacto de los profesionales de la administración privada sobre la revisión 

de los modelos de gestión pública y la práctica profesional de los administra-
dores públicos.

8.	 El impacto de profesionales y disciplinas académicas anexas sobre los toma-
dores de decisión política.

Esto nos lleva a concebir la digitalización como el resultado de una progresión, 
donde los modelos de la gp nacen de vacíos académicos sucesivos. En primer lugar, 
estaba la fractura entre administración pública y el derecho; en segundo lugar, la 
distancia que existía entre la administración pública y ciencia política; en tercer lu-
gar, el margen que existía entre gestión pública y políticas públicas; en cuarto lugar, 
la brecha que había entre la gestión pública y la gestión privada; en quinto lugar, la 
digitalización, que liga la gestión pública con la gestión de la información. Estas cinco 
“distancias” han sido progresivamente reveladas y tomadas en cuenta. Si compara-
mos los momentos históricos de estos cinco vacíos con la progresión vivida entre 
modelos de gestión pública (expuestos antes) constatamos un paralelismo que nada 
tiene de coincidencia.
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Kuipers, Higgs, Kickert, Tummers et al. (2013) analizaron la relación entre los tra-
bajos académicos que hablan de reforma con elementos concretos de reforma, y des-
cubrieron que muchos de los estudios no están orientados a casos. Su revisión de 133 
artículos los llevó a determinar que efectivamente existen gaps en la investigación. 
A nuestro modo de ver, los “vacíos” se entienden a posteriori cuando se contrasta la 
teoría con la realidad administrativa. Lee y Raadschelders (2011) analizan también 
la evolución y las tendencias de la academia en relación con la gp, y concluyen que 
existen olvidos epistemológicos en la disciplina. En añadido, como lo explica León 
Corona (2007), que parte del caso mexicano, los nuevos estilos de management no 
se pueden relacionar de manera causal con influencias de la escuela de las políticas 
públicas o de la gestión empresarial. Es decir, no es fácil o evidente determinar lo que 
sucede en la realidad administrativa, por cuanto consecuencia de una interacción 
con la teoría.

La duda sobre el papel que pueden tener la universidades en el contexto de las 
reformas mostrado por Mavin y Bryans (2000) sobre la ngp demuestra que la digi-
talización, entendida como una progresión coherente implementada desde los Go-
biernos, perpetúa una lógica presente durante los modelos de gp anteriores. No es 
que estemos ante verdaderas “guerras de paradigmas” (Shepherd y Challenger, 2013), 
pero sí se debería desde la academia intentar enunciar qué tipos de modelos de predi-
gitalización son más aptos para llegar a la e-gobernabilidad. En este sentido Ciborra 
y Navarra (2005) tienen toda la razón al enunciar —desde el análisis de Jordania— la 
posibilidad de que existan mínimos estatales para la construcción del e-gobierno. Los 
manuales de la Comisión Económica para América Latina y el caribe (Cepal) de Na-
ser y Concha (2011), así como Naser y Ramírez Alujas (2014), son bastante realistas 
en cuanto a esto se refiere.

La complejidad de la realidad experimentada por los Gobiernos a la hora de ins-
taurar rutas hacia la digitalización deja, en cierta medida, tareas pendientes a la aca-
demia. La primera es que, como bien lo aconseja Kelman (2005), hay que unir los dos 
sectores académicos de investigación: el de administración pública con el de gestión 
pública. Esto en razón de una complementariedad necesaria donde el objetivo final 
sería, según Kelman, hacer entender a los que toman decisiones que la investigación 
es útil. La segunda tarea tiene que ver con la progresión de la autorreflexión desde la 
academia; es decir, cómo se piensa la academia frente a los procesos de digitalización; 
¿los interpreta como una renovación de los modelos de gp o como una reinvención 
de la relación entre Estado, sociedad y mercado?

De hecho, algo paradójico en este sentido es que las propias universidades conocen 
la implementación de los modelos de gp. Chandler, Barry y Clark (2002) han analiza-
do el impacto de la gp en la academia a través del refuerzo de la competitividad labo-
ral. Enders y Westerheijden (2014) se han preocupado por las repercusiones sobre la 
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calidad mínima educativa desde el caso de Dinamarca. Por otro lado, Ellwood (2008) 
ha reflexionado sobre el pasado, presente y futuro de cómo se enseña la gp en las 
universidades desde las experiencias en Estados Unidos. Estas reflexiones nos dejan 
ver que ahora estamos en un momento particular: se está iniciando la evaluación so-
bre cómo y qué enseñar tanto a los estudiantes, como a profesionales sobre gobierno 
electrónico.

De esta segunda tensión entre teoría y práctica podemos sacar varias ideas clave: 
1) la academia analiza la digitalización como un proceso de gestión pública exter-
na a ella misma; 2) los estudios sobre digitalización deben tener en cuenta el actual 
gap que se presenta para entender el paso del e-gobierno hacia la e-gobernanza; 3) 
este último “vacío” supone un regreso a las primeras conciliaciones entre academia y 
práctica (las cuales pasaron por el derecho y la teoría política). En efecto, el verdade-
ro desafío en la tensión entre teoría y práctica reside ahora en analizar la coherencia 
de la e-participación de cara a una e-democracia, en un contexto donde se estima la 
democracia representativa como obsoleta (Bourg y Whiteside, 2010).

La relación entre política y administración en la digitalización

En tercer lugar, está la tensión que se deriva de la redefinición del vínculo entre po-
lítica y administración a través de los procesos de digitalización. Esta es una de las 
tres que se pueden diferenciar en gp (de manera simplificadora). Están: 1) la relación 
entre política y administración; 2) la relación entre ciudadano y administración, y 
3) la relación entre ciudadano y política. En estos tres se entiende por ciudadanos la 
sociedad (incluimos también el sector privado). En el próximo apartado se revisará 
la primera, y las siguientes más adelante.

Las tendencias en la investigación sobre el gobierno electrónico y gobierno abier-
to han tendido a reconocer de manera recurrente la ausencia de acuerdo sobre los 
conceptos mismos (Rodríguez Bolívar, Alcaide Muñoz, y López Hernández, 2010). 
Además, existe una progresión en los debates que se ha centrado en métodos cuali-
tativos (Rodríguez Bolívar et al., 2010). No obstante, sí se da una convergencia entre 
conceptos. Tal vez una de las propuestas más claras sea la de Villoria y Alujas (2013, 
p. 87), que proponen cuatro modelos de gobierno electrónico desde una reflexión 
sustentada en la teoría política, en la cual identifican cuatro modelos de democracia, 
uno más que los tres propuestos por J. Ignacio Criado (2009a, p. 44). Ambas pro-
puestas se pueden entender como derivadas de las visiones hoy convergentes sobre la 
progresión necesaria en el camino de la digitalización (que nos recuerdan y sintetizan 
Massal y Sandoval, 2010).
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Según Villoria y Alujas (2013), existirían cuatro conceptos que se deducen de 
una interpretación de lo que el e-gobierno debería ser. La e-administración sería 
el resultado de una democracia agregativa centrada en los resultados, siendo en-
tonces el e-government un “promotor de eficacia y eficiencia” (p. 87). El gobierno 
abierto provendría de una democracia agregativa centrada en los procesos, donde 
se busca que el Gobierno sea “accesible, transparente y receptivo” (p. 87). En cuanto 
a la e-inclusión, estaríamos ante el resultado de una democracia más deliberati-
va centrada en los resultados, donde el e-gobierno es entendido como “factor de 
cohesión” (p. 87). Para terminar, la e-participación se daría cuando, en contextos 
de democracias deliberativas centradas en los procesos, el e-gobierno pasa a ser 
entendido como “esfera pública” (p. 87). La clave de la comprensión entre estos 
cuatro modelos es que se dan conflictos de valores entre ellos (p. 88). Esta visión, 
complementada con la progresión de Yong (citado en Massal y Sandoval, 2010), 
permite avanzar en una reflexión sobre la relación entre político y burócrata en los 
modelos de la digitalización. Recordemos que hemos definido esta relación como 
uno de los tres ejes de articulación de la gp.

El paso de la administración a la e-administración ha supuesto que el funciona-
rio modifique la naturaleza de su relación con sus propios compañeros y la política. 
Al intensificarse la diversidad, velocidad y capacidad de control sobre los canales 
de comunicación administrativos, el funcionario tiene que adaptarse a una nueva 
relación a su propio lugar en la administración, así como en la sociedad. Empero, se 
ha modificado más sustancialmente la relación entre los gestores de las aapp y los 
políticos que entre los funcionarios de base y los políticos. En la digitalización de 
las aapp, el vínculo entre políticos y burócratas ha seguido siendo de coordinación e 
interdependencia.

En el paso de la e-administración al e-gobierno (entendido este concepto confor-
me la definición de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
[ocde]), el funcionario tiene que hacer frente a una modificación del objetivo de las 
aapp. Ya no solo tienen que incidir en la complejidad socioeconómica a través de la 
regulación y de las políticas públicas, sino que también han de rendir cuentas ante la 
ciudadanía. En este momento, el gobierno abierto modifica la relación entre los bu-
rócratas y políticos: se pasa de la interdependencia a la confusión. Es decir, aunque en 
los hechos ambos tienen sus responsabilidades, la atribución de las responsabilidades 
se va haciendo más confusa. La digitalización difumina la diferenciación que existía 
entre Gobierno y administración, y aumenta así el oportunismo de la introducción 
de la e-participación en el e-gobierno. En realidad, dicha medida vuelve a modificar 
la relación entre políticos y burócratas, puesto que se puede dar una dilución de la 
responsabilidad, la cual seguía siendo posible en el contexto del gobierno abierto sin 
e-participación.
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Para terminar esta parte, el paso de la e-participación a la e-democracia transita 
por la institucionalización de la participación, y de esta manera modifica la relación 
entre el político y el ciudadano. Ello desequilibra de nuevo la relación entre funcio-
nario y burócrata, aunque pudiendo originar dos fenómenos opuestos: o las aapp 
se dotan de una mayor autonomía de cara a los Gobiernos o las aapp aumentan su 
dependencia frente a los Gobiernos (con una posible repolitización de las aapp).

De la legitimidad y de la confianza en la gestión pública: el dilema 
de la relación entre ciudadano y administración

Una vez establecida la reflexión sobre las tres tensiones, podemos pasar a examinar 
los tres dilemas retenidos. Ya se ha visto que la relación entre burócrata y funcionario 
puede conocer una evolución; sin embargo, la interacción entre el ciudadano y la 
administración sigue estando en el centro del proceso de digitalización; es su razón 
de ser. Se puede simplificar dicha interacción. En la e-administración se buscaba re-
visar la experiencia del ciudadano frente a la administración. Como bien lo recuerda 
Rubino-Hallman (2002) al analizar el e-gobierno en América Latina y el Caribe, se 
trata de que el ciudadano tenga una interacción renovada con las instituciones. Se 
quiere una relación más directa, más sencilla y más rápida. Ahora bien, esta interac-
ción reforzada ha servido para demostrar que el e-gobierno podía servir para acercar 
también la ciudadanía a las instancias de Gobierno. Se pasa, en definitiva, de una vi-
sión administrativamente pasiva del ciudadano a una activa: de receptor se emprende 
la transición a la de receptor y emisor a la vez. En esta progresión reside el primer 
dilema: la transformación de la relación ciudadano-administración y de la relación 
ciudadano-política no tendría por qué transformar la relación administración- 
política de manera automática. 

Mito de la mejora constante

Se puede enunciar la hipótesis siguiente: la digitalización deja latente un cierto “mito”, 
según el cual la relación entre el ciudadano y la administración debe ser modificada 
y es susceptible de constante mejora. Las narrativas que han traspasado de la acade-
mia a la práctica profesional han tendido a acompañar a modo de justificación las 
reformas, como en el caso del Reino Unido, que se concibe a sí mismo como un líder 
a nivel internacional (Pollitt, 2013). Empero, hay que establecer una diferenciación 
entre reforma y modernización. No es lo mismo reconstruir la gobernabilidad como 
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en casos de países fallidos o sociedades en posconflicto (Brinkerhoff, 2005) que me-
jorar una modelo ya existente. La modernización sería una suerte de leitmotiv para 
la reforma (por ejemplo, el caso de Irlanda según Wallis y McLoughlin, 2010), donde 
la justificación reside en la modificación, el incremento o la adaptación a la hora de 
crear valor público (Bryson, Crosby y Bloomberg, 2014).

De hecho, según Thynne (2003), la racionalización de los modelos de reforma 
se puede sintetizar en tres principales casos-estándar. El primer modelo de refor-
ma se daría por impulso político con apoyo administrativo; el segundo se esta-
blecería cuando hay una reforma impulsada desde la administración con apoyo 
político, y el tercer correspondería a las reformas impulsadas desde la política y 
la administración con mutuo apoyo. Frente a esta clasificación queda claro que 
no hay una sola vía para la reforma, sino que hay muchas. A pesar de que está 
la simple imposición o la condicionada, la mayoría de las veces las reformas han 
tendido a ser introducidas en los parámetros de ese mito de la mejora constante, 
especialmente en América Latina. Los tres procesos alternativos a la ngp des-
critos por Wise en 2002 (demanda de más equidad social, más democratización 
y empoderamiento, hacer más humana las aapp) dejan ver que la existencia de 
alternativas ha sido siempre uno de los mayores debates presentes en relación con 
el mito de esa mejora. Sin embargo, pareciera que hoy día estamos ante la rever-
sión de dicha pluralidad. Aunque existen los pesimistas o los cautelosos (Criado, 
2009a), no hay propuestas alternativas visibles. Es aquí donde se puede tal vez 
expresar con mayor latencia la existencia del mito: la digitalización es la moder-
nización que pasa de necesaria a inevitable.

A pesar de los enfoques excesivamente críticos que propugnan la creación de 
teorías propias y no importadas (Cf. Zambrano Barrios, 2008), la tendencia a la di-
gitalización es en la actualidad predominante. Es evidente que, como lo subrayan 
Mussari y Cepiku (2007) al revisar las reformas en Albania, hay que tener en cuenta 
las necesidades, mejorar las evaluaciones e introducir una perspectiva de gestión por 
resultados. La problemática no reside entonces en si se adapta o no el modelo de la 
digitalización, ni cuánto. El problema deriva de otra dimensión: de la misma manera 
que se piensa que la relación administración-ciudadanía y administración-política 
ha sido objeto de mejora real, entonces la modernización necesita actuar también so-
bre la interacción entre ciudadano-política. La gran diferenciación reside en lo que se 
podría reseñar como el clima organizacional. Zúñiga y Fariña (2004) identifican cin-
co variables al vincular dicho concepto con las reformas de gp: 1) el ambiente físico; 
2) los elementos estructurales, principalmente relacionados con el tipo de organiza-
ción (estilo de gestión, tamaño etc.); 3) el ambiente social; 4) los factores personales, 
y 5) el comportamiento organizacional. La lección sería: el entorno administrativo 
puede mejorar porque el Estado tiene capacidad para regular e incidir —con más o 
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menos éxito— en el clima organizacional, mas no tiene capacidad determinante para 
intervenir sobre su relación con el ciudadano porque el control sobre las variables 
que condicionan la interacción es mucho menor (pero no inexistente).

En conclusión, de este “mito” podemos entonces retener: 1) se concibe la digita-
lización como una modernización inevitable y, por ende, como la capacidad de me-
jorar de manera sustancial todas las interacciones entre los actores involucrados en 
la gp, y 2) la relación entre ciudadano-administración no puede mejorar a la misma 
velocidad que la relación administración-política. De ahí el retraso en la implemen-
tación de los planes de digitalización en muchos países latinoamericanos (Massal y 
Sandoval, 2010). Las transformaciones que se han dado desde la digitalización tam-
bién plantean una problemática suplementaria: ¿la aparición de la e-gobernabilidad 
ha tenido algún impacto sobre la predictibilidad de la gestión pública? No hay una 
respuesta definitiva a este respecto, pero vale la pena tenerlo presente a través de los 
siguientes epígrafes para las conclusiones de este trabajo.

Las nuevas competencias de los administradores públicos

Se ha tendido a pensar que la preparación de los gestores para la primera etapa de 
la digitalización (e-administración) equivalía a estar preparados para las siguientes. 
Esto es un error, por varios motivos que se explicarán acá. Aunque Feldman (2005) 
enunciaba a partir del caso del huracán Katrina (en 2005) la necesidad de establecer 
una mayor presión política con el fin de tener mejores gestores, lo cierto es que el 
avance de la preparación de los gestores públicos se planteó con el paso a la ngp. De 
hecho, la ngp ha brindado una rica literatura sobre las competencias en las aapp. Si 
bien existen divergencias en la aplicación de los principios mismos de la ngp como 
entre Estados Unidos y Reino Unido (Bach y Kolins Givan, 2011), ha habido resul-
tados contrastados. Para Farnham (2004), que parte del análisis de las reformas del 
servicio de recursos humanos en la Unión Europea desde inicio de los años 2000, la 
lección es sencilla: se ha de gestionar el cambio de manera más profesional. 

De la misma manera que la ngp supuso la necesidad de establecer nuevas com-
petencias tanto para los administradores, como para los managers (especialmente en 
países en vías de desarrollo [Awortwi, 2010]), la digitalización hace que la pregunta 
de Wildavsky (1993) siga vigente: ¿qué necesita saber el mánager público? No hay 
fácil respuesta, pero lo que está claro es que el papel de los funcionarios es desafiado 
por las nuevas necesidades administrativas, como ocurriera ya en la ngp (Sehested, 
2002; Bezes, Demazière, Le Bianic, Paradeise et al., 2011). El estudio de Martínez, 
Moreno y Brage (2014) sobre las competencias que estiman los funcionarios españo-
les necesarias para el buen desempeño de sus funciones da algunas pistas al respecto 
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(confianza en sí, comunicación y trabajo en equipo, entre otros). Más allá de qué 
competencias y cómo ha de progresar el desempeño de los funcionarios, subsiste la 
acuciante posibilidad descrita por Muniesa y Linhardt (2011). Estos autores, al hacer 
el análisis del proceso de reforma en Francia dejan claro algo: los funcionarios no 
siempre entienden ni apoyan los procesos de modernización.

El problema de la legitimidad

Conforme las exigencias ciudadanas aumentan y los políticos responden ante ellas, la 
administración pública se ve confrontada a su dilema clásico, a saber la obtención de 
una legitimidad propia (Bañón y Carrillo, 2002, pp. 51-75). Las aapp han tenido tra-
dicionalmente una legitimidad derivada del Estado, pero sobre todo por la confianza 
generada a través de sus valores y de su predictibilidad.

La búsqueda de una nueva legitimidad ya existía dentro de las reformas de la ngp 
(Häikiö, 2010), donde se observaba un discurso que buscaba ligar la ciudadanía y la 
democracia, a pesar de que ciertos autores defiendan que la ngp produjo exactamen-
te lo contrario al reducir la ngp a procedimientos (Box y Marshall, 2001). Tal vez sea 
precisamente esa relación inconclusa (que la ngp no ha conseguido) la que justifica la 
apertura de la digitalización hacia la participación, principalmente gracias a nuevas 
modalidades de comunicación (Anderson y Bishop, 2005). Se busca entonces reme-
diar a varios procesos: 1) la pérdida de confianza en los políticos; 2) la decreciente 
capacidad de los partidos políticos para crear opinión pública; 3) el aumento de frus-
tración de los ciudadanos con las políticas públicas por el aumento de expectativas 
incumplidas o incomprendidas. 

Darle el protagonismo a la sociedad civil como método sirve para contra-
rrestar el protagonismo adquirido por el mercado frente al Estado o la sociedad 
en la ngp (Fernández Santillán, 2006). El reequilibro (reteniendo la lógica de la 
progresión entre modelos explicada más arriba) equivale entonces a lo que se 
ha llamado la e-participación, componente central para el paso del e-gobierno 
a la e-democracia. Todo ello favoreciendo la participación e involucración civil 
(Cooper, Bryer y Meek, 2006).

No obstante, hay un cierto entusiasmo que toca atemperar (Anderson y Bishop, 
2005). Por un lado, la e-participación no supone de manera automática una profun-
dización de la democracia, puesto que, como lo exploran Åström, Karlsson, Linde, 
y Pirannejad (2012) se puede concebir su uso en contextos de países no democráti-
cos. Por otro lado y paradójicamente, la democratización puede ser justamente un 
limitante a las reformas de la gp, como bien lo explica Baimyrzaeva (2011) desde el 
caso de Kirguistán (donde se rechaza la democratización bajo influencia del Fondo 
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Monetario Internacional. Además, la evaluación de la implementación de los proyec-
tos de e-gobierno (United Nations, 2014) muestra tendencias claramente positivas, 
mas hay que tener presente la ausencia de un marco compartido para la evaluación 
(Esteves y Joseph, 2008).

Como conclusión de este primer dilema, se puede decir: 1) la digitalización es 
presentada hoy día como la única vía para la modernización y ello tiene consecuen-
cias sobre la concepción de cómo deben mejorar las interacciones entre los actores 
vinculados a la gp, y 2) la e-participación no soluciona de manera automática la tra-
dicional ausencia de legitimidad directa o democrática de las aapp.

De la redefinición de los objetivos y medios de la gestión pública: la 
confusión entre medios y fines

Gran parte de los académicos actuales han trabajado la problemática de la intero-
perabilidad (Hernández-Pérez, Rodríguez-Mateos, Martín-Galán y García-Moreno, 
2009 para España) como un limitante a la buena expansión y desarrollo de la digi-
talización de la gp. El no compartir los datos entre diferentes aapp ha sido y sigue 
siendo un reto, tanto en los países industrializados, como en los de renta media de 
América Latina. Las deficiencias en la interoperabilidad muestran que la lógica de la 
digitalización se ha ejecutado al revés: se ha tendido a reemplazar en vez de refundar 
la interacción administrativa. 

La digitalización como reforma de la gestión pública con valor en sí

En nuestro contexto, se entiende por “medio”: 1) una “cosa que puede servir para un 
determinado fin”; 2) “diligencia o acción conveniente para conseguir algo” (Real aca-
demia Española [rae]11, consultado por vía telemática el 14 de julio de 2015). De la 
misma manera, se comprende por “fin” todo “objeto o motivo con que se ejecuta algo” 
(rae, consultado por vía telemática el 14 de julio del 2015). Teniendo presentes estas 
dos definiciones, vemos que la finalidad de la e-administración reposaba sobre una 
primera idea: reemplazar el papeleo (Galcera, 2012). Ahora bien, que el papel desa-
parezca de la interacción entre los ciudadanos y las aapp (o entre aapp y políticos) 
no significa que haya desaparecido la lógica del papel. Duque Cante (2011), al revisar 

1	  http://www.rae.es/
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las tendencias en la simplificación administrativa y racionalización de los trámites en 
Colombia, confirma lo que Cierco Seira (2011) ha desarrollado anteriormente. Este 
último lo desarrolla de manera bastante exhaustiva desde el caso español, pero sus con-
clusiones e ideas se pueden ampliar a los países latinoamericanos. La sustitución de 
los procedimientos de formato papel por los mismos de formato electrónico significa 
perpetuar la misma lógica de acción que ya había en el actuar administrativo. En países 
como Colombia, excesivamente burocráticos —como probable sobre compensación 
frente a las deficiencias de control estatal—, la introducción de las ventanas únicas han 
sido pasos muy positivos en la reducción de lo que en inglés se suele llamar red tape. La 
digitalización está muy lejos de encarar por sí sola una simplificación. 

Las sucesivas reformas del Estado se han entendido como una manera de mejorar 
la gobernabilidad democrática (Valencia Escamilla, 2007), donde se implementa un 
proceso de racionalización (Ramos, 2009). Sin embargo, hoy día se puede afirmar que 
las reformas han sido valoradas como un fin en sí, olvidando a veces cuáles eran los 
objetivos finales de estas. Uno de los sectores más elocuentes es el de las contratacio-
nes. McCue y Roman (2012) han examinado la aplicación y difusión de los sistemas 
para la e-contratación y concluyen que hay que involucrar a los profesionales y to-
madores de decisiones. Más allá de esta conclusión, la existencia de la e-contratación 
no soluciona per se la perpetuación de tentaciones como la colusión en las licitacio-
nes. La pregunta de base es entonces: ¿para qué y por qué se digitaliza? Los trámites 
en papel son sustituidos por equivalentes electrónicos por ausencia de revisión del 
fundamento mismo que había en primera instancia para el procedimiento en papel. 
En definitiva, la digitalización solo cobra sentido si: 1) supone una racionalización 
y revisión automática de los procesos administrativos, y 2) la digitalización es más 
fácil, más directa, más sencilla que el procedimiento anterior.

La digitalización como sustitución a modelos de gestión pública incompletos

Se puede estimar que en América Latina se ha tendido a llevar a cabo la digitaliza-
ción con alto apoyo político e inclusive ciudadano (Porrúa, 2013). Esto probable-
mente se pueda relacionar con varios factores. Los malos resultados obtenidos por 
la ngp implementada en países donde los modelos weberianos estaban incompletos 
han supuesto un evidente incentivo para la región. Se trataba entonces de remediar 
a las deficiencias de los modelos anteriores. La cuestión esencial es: ¿la digitalización 
ha permitido solventar esas deficiencias o simplemente ha establecido un funciona-
miento administrativo que los obvia?

Los diferentes índices de las Naciones Unidas (2014) dejan entrever que ciertos 
países, en especial Uruguay, Chile, Colombia y Brasil, han tenido desempeños muy 
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positivos en la introducción del e-gobierno (Sanabria, Pliscoff y Gomes, 2014). De he-
cho, en el caso de Colombia, los datos arrojados por las encuestas sobre percepción, 
así como uso de la Urna de Cristal, tienden a mostrar un interés creciente por parte 
de la ciudadanía en la participación. Otro elemento que se ve muy claramente en el 
caso de Colombia (desde los datos del Ministerio de Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones) es que el uso del celular tiene un gran papel/potencia que jugar en 
la e-administración. Este alto acceso a la tecnología ha reforzado los casos exitosos de 
simplificación o reducción de barreras administrativas (Penfold y Aguilera, 2011).

A pesar de que la digitalización sí ha sido una salida efectiva para América La-
tina a las deficiencias pasadas, perviven algunos escollos. En países como Colom-
bia, donde la presencia efectiva del Estado en todo el territorio nacional ha sido una 
asignatura pendiente, el nivel de desconfianza interpersonal (de los más altos según 
el Latinobarómetro de 2014) tiene un impacto negativo sobre la relación ciudada-
no-funcionario. Son muchos los que siguen prefiriendo hacer los trámites en persona 
(Córdoba-Pachón y Orr, 2009; Riascos, Martínez Giordano y Solano, 2008). En el 
caso de la digitalización en Colombia, sí se ha dado una progresión, pero la solución 
a la desconfianza no pasa únicamente por la tecnología. En añadido, en los procesos 
de digitalización también se pueden dar errores de aplicación o implementación de 
los principios (Arnaboldi, 2010).

Así, pues, la digitalización no es la panacea por sí sola; hay que entender que la 
solución está en la combinación de reformas. Anselmi, Lazzini, y Zarone (2013) lo 
sugieren abiertamente al hablar de la necesidad de reequilibrar la gestión a través de 
los conocimientos y las competencias. Tom Christensen y Laegreid (2007) hablan por 
su parte del modelo de gobierno total, donde la digitalización no tiene por qué rever-
tir los avances positivos de la ngp en países como Canadá, Estados Unidos, Nueva 
Zelanda, Reino Unido o Australia

Conclusión

Hemos visto aquí tres tensiones contextuales a la digitalización, las cuales nos han 
servido de punto de partida para la explicación de dos dilemas centrales identifica-
dos en relación con el camino de las reformas de la gestión pública conducentes a la 
e-gobernabilidad. Ahora, para tratar de ser lo más claros posibles, se proponen tres 
principales conclusiones del presente trabajo. 

La primera, la cual constituye el tercer dilema anunciado: la participación y la 
digitalización no han revertido la relación a la complejidad. La pregunta legítima 
en este aspecto sería entonces: ¿la digitalización debería modificar la relación de la 
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gp a la complejidad? Sí, por varias razones. La gestión de la información permanece 
diferente entre el sector privado y el público (Obeidat y North, 2014), siendo en este 
último un factor clave el apoyo de los stakeholders (Riege y Lindsay, 2006). En resu-
midas cuentas, la gestión sigue tratando de solucionar los problemas socioeconómi-
cos sin adoptar un enfoque de reducción de la complejidad misma.

La segunda: la paradoja de la e-gobernabilidad como gestión del riesgo en rela-
ción con lo que se ha bautizado Big Data. Muchos estudiosos —entre ellos Criado 
o Dunleavy— han notado que la digitalización ha supuesto procesos de centrali-
zaciones contradictoras a tal punto que la descentralización defendida por la ngp 
ha sido atenuada o revertida en no pocos países. Gao, Song y Zhu (2013) se han 
interrogado sobre la relación entre estos procesos y la voluntad de control por parte 
de los Estados. La paradoja se explicaría así: las aapp nos solicitan información 
constantemente, pero tienen muchos medios para obtenerla cuando no la tienen 
ya. Esto significa que la gestión del riesgo está siendo mal enfocada. Se tienen tan-
tos recelos frente a las posibles derivas que puede conllevar el uso abierto del Big 
Data (porque el caso Snowden deja claro que ya se hace en secreto) que se cierran 
oportunidades. Aunque la gestión del riesgo está en plena maduración (Esenberg, 
1992), al renunciar a una verdadera regulación del Big Data se está distanciando 
el sector público del privado. Gérald Bronner en su libro más reciente, titulado 
La planète des hommes: réenchanter le risque (2014), apunta una reflexión contra-
corriente que puede aplicarse también al caso de la digitalización de los Estados. 
La heurística del miedo conlleva una renuncia a técnicas cuyo control seríamos 
capaces de asegurar.

La tercera: hay una cierta confusión entre la mejora de la gobernabilidad y la 
e-gobernabilidad. En efecto, no todo paso hacia el e-gobierno redunda en mejora 
de la gobernabilidad. Por un lado, la malinterpretación de la e-gobernanza como 
e-gobernabilidad ha hecho pensar a los profesionales que la última etapa de la pro-
gresión en la digitalización significaba por sí sola pasos para la mejora de la gober-
nabilidad (entendida como la cualidad de gobernable). Los resultados del índice 
de percepción de la corrupción de 2013 o 2014 elaborados por Transparencia Inter-
nacional lo reflejan. Las ntic no son una solución milagro para prevenir y mitigar 
la corrupción. Fried, Lagunes y Venkataramani (2010), al ligar la desigualdad con la 
corrupción de los funcionarios, permiten sugerir que los controles digitales no sirven 
mientras existan las causas primeras que llevan a la corrupción. A fin de cuentas, esa 
es tal vez la conclusión de este trabajo: la digitalización es malinterpretada cuando es 
percibida como suficiente.
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